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La desalinización gana peso en Latinoamérica, pero 
con marcos regulatorios muy distintos según el país 
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El avance de la escasez hídrica y la creciente demanda de agua por parte de ciudades e 
industrias están impulsando nuevas inversiones en plantas desalinizadoras en la región. 
Sin embargo, mientras algunos países avanzan hacia regulaciones específicas para esta 
infraestructura, otros siguen dependiendo de marcos normativos dispersos que obligan a 
navegar complejos procesos de autorización y cumplimiento. Analizamos la situación 
actual en Chile, Colombia, México y Perú. 

 

Las plantas de desalinización constituyen infraestructura crítica para el aseguramiento del suministro 
de agua dulce en un contexto global marcado por la creciente escasez hídrica (Water Matters: Resilient, 
Inclusive and Green Growth through Water Security in Latin America. World Bank. 2022). Estas 
instalaciones, que transforman agua de mar o agua salobre en agua apta para el consumo humano, el 
riego agrícola y los procesos industriales mediante tecnologías como la ósmosis inversa o la destilación 
térmica, se han consolidado como una herramienta fundamental para garantizar la seguridad hídrica 
de poblaciones y actividades productivas, tal y como señala el Blue Economy Observatory de la Unión 
Europea.  Su relevancia estratégica se ha intensificado de forma acelerada en los últimos años, 
impulsada por el cambio climático, la recurrencia de sequías prolongadas, el crecimiento demográfico 
y la expansión de sectores intensivos en agua como minería, agricultura, energía y, ahora último, 
centros de datos. 

Latinoamérica ha emergido como un destino relevante para la inversión en infraestructura de 
desalinización, motivada por factores como la extensa franja costera de la región, la presión hídrica que 
enfrentan sus zonas áridas y semiáridas, la disponibilidad de fuentes de energía renovable que 
permiten reducir la huella ambiental del proceso (Water Desalination Using Renewable Energy, 
Technology Brief. IRENA. 2012), y la creciente demanda de agua por parte de centros urbanos e 
industrias. Sin embargo, el desarrollo de proyectos de desalinización en la región enfrenta un panorama 
regulatorio heterogéneo y en constante evolución, que abarca desde la concesión de uso de aguas 
marítimas y los derechos de aprovechamiento, hasta las exigencias en materia de evaluación de 
impacto ambiental, manejo y disposición de salmuera, y ordenamiento del borde costero. Esta 
dispersión normativa exige un análisis jurisdiccional detallado para cada proyecto, considerando que 
los requisitos pueden variar significativamente entre cada país. 

A continuación, se proporciona una visión comparada de los principales aspectos regulatorios 
aplicables a la instalación y operación de las plantas desalinizadoras en las jurisdicciones relevantes 
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de Latinoamérica, identificando tanto los requisitos comunes como las particularidades de cada marco 
normativo nacional. El análisis permitirá a los desarrolladores e inversionistas anticipar los desafíos 
regulatorios, optimizar los tiempos de implementación y estructurar sus proyectos en cumplimiento con 
la normativa aplicable. 

Chile: nueva ley específica para impulsar la desalinización 

El 12 de mayo de 2026 se publicó la ley N°21.813, cuyo objeto es regular el desarrollo sostenible de 
proyectos de desalinización de agua de mar, para mejorar la seguridad hídrica, contribuir a la 
adaptación al cambio climático y resguardar la biodiversidad marina y costera. La ley tiene una vigencia 
diferida, pues entrará a regir 18 meses después de su publicación (13 de noviembre de 2027), con 
excepción del título II que introduce y regula la Estrategia Nacional de Desalinización, que entrará en 
vigencia desde la dictación del reglamento para su elaboración. 

Estrategia Nacional de Desalinización 

La nueva ley contempla la elaboración de este instrumento con una visión de largo plazo, a cargo del 
Ministerio de Obras Públicas, pero suscrito por otros siete ministerios, previa propuesta elaborada por 
la Dirección General de Aguas (DGA). La ley contempla una revisión de este instrumento cada seis 
años. El contenido de este instrumento debe incluir un diagnóstico, planificación, zonas de aptitud para 
su implementación, criterios para bahías donde evitar descarga de salmueras, promoción de 
innovación, estimación de requerimientos hídricos, y metas e indicadores. Para su desarrollo, la ley 
contempla una etapa de participación ciudadana. 

Concesiones y destinaciones 

La ley regula el otorgamiento y características de las concesiones y de las destinaciones de bienes 
nacionales para la desalinización de agua de mar. Este otorgamiento se deberá realizar mediante 
decreto supremo y por un plazo máximo de 30 años, renovables por una sola vez. Además, la ley 
establece que deberá priorizarse el consumo humano y el saneamiento, lo que será definido por el 
ministerio que deba otorgar el título y la DGA. Así, por tanto, la ley establece que la DGA podrá 
establecer como condición para el otorgamiento o para el ejercicio de la concesión o la destinación, un 
aporte de hasta un 5% de la capacidad de producción de agua desalinizada para el consumo humano 
y/o saneamiento en aquellos proyectos cuya finalidad principal no sea este tipo de consumo. 

Adicionalmente, la ley contempla el derecho de los concesionarios para constituir servidumbres legales 
de desalinización para la construcción y operación de plantas, conducción de aguas y disposición final 
de estas aguas. 

Fiscalización y sanciones 

Las potestades fiscalizadoras y sancionatorias se radican en la DGA. El régimen sancionatorio 
contempla tres niveles de infracciones:  

◼ Infracciones gravísimas, que están compuestas por las conductas de cambio de uso sin 
autorización, peligro para la vida o la salud, incumplimiento de aporte para consumo humano, en 
cuyo caso se establece una multa hasta 10.000 UTA (dos sanciones gravísimas será causal para 
cursar la caducidad).  

◼ Infracciones graves, por la destrucción de obras sin autorización o el incumplimiento de 
condiciones establecidas por la DGA; en cuyo caso la ley establece una multa hasta 5.000 UTA.  

◼ Infracciones leves, entre las que se encuentran la infracción al deber de informar y el 
incumplimiento de instrucciones de la DGA. Se establece una multa hasta 500 UTA. 
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Por otra parte, la ley establece que la prescripción opera a los tres años, respecto de las infracciones 
que sean competencia de la DGA y que se aplica un descuento del 25% si el infractor no recurre en 
contra de la sanción y paga la multa dentro de 9 días hábiles. 

Término y caducidad de las concesiones o destinaciones 

Las causales de término que la ley establece consideran el vencimiento del plazo, la extinción de la 
persona jurídica, caducidad, el mutuo acuerdo, la renuncia, la fuerza mayor, la revocación por interés 
público o seguridad nacional, y la reiteración de infracciones gravísimas.  

La caducidad opera si no se inician obras comprendidas en la concesión / destinación en dos años 
desde el acta de entrega. Sin embargo, la ley contempla una suspensión de este plazo de máximo 
cuatro años, durante tramitación ambiental o de los demás permisos necesarios para el inicio de las 
obras.  

México: oportunidades de desarrollo en un marco regulatorio 
fragmentado 

México enfrenta una presión hídrica estructural derivada de la concentración poblacional e industrial en 
zonas con disponibilidad limitada de agua, la sobreexplotación de acuíferos, la variabilidad climática y 
la necesidad de asegurar fuentes resilientes para consumo humano, agricultura, industria, energía, 
turismo e infraestructura logística.  

En ese contexto, la desalinización se perfila como una alternativa estratégica para determinados 
corredores costeros y zonas con disponibilidad de agua salobre, particularmente cuando puede 
integrarse con energías renovables, esquemas de reúso, infraestructura de conducción y una gestión 
ambiental robusta de las descargas de salmuera. 

A diferencia de jurisdicciones que han avanzado hacia marcos especiales para la desalinización, 
México no ha contado tradicionalmente con una ley federal única y específica para plantas 
desalinizadoras.  

En términos prácticos, los proyectos se estructuran a partir de una combinación de permisos, 
concesiones, autorizaciones ambientales, derechos de vía, títulos sobre bienes nacionales y 
autorizaciones sectoriales. Esta fragmentación regulatoria exige diseñar la ruta crítica del proyecto 
desde una perspectiva federal, estatal y municipal, considerando tanto la captación de agua de mar o 
agua salobre como la descarga de salmuera, la ocupación de zona federal marítimo-terrestre, la 
evaluación de impacto ambiental, la interconexión energética, la conducción del agua producida y, en 
su caso, la venta o suministro a usuarios públicos o privados. 

Régimen de aguas nacionales y títulos habilitantes 

El punto de partida para un proyecto desalinizador es determinar la naturaleza jurídica de la fuente de 
agua. Tratándose de aguas marinas, aguas interiores de jurisdicción federal, aguas salobres 
subterráneas o cuerpos receptores nacionales, el proyecto normalmente deberá analizar su interacción 
con el régimen de aguas nacionales y con las competencias de la Comisión Nacional del Agua. En 
términos generales, el aprovechamiento de aguas nacionales, la descarga de aguas residuales o 
salmueras en cuerpos receptores nacionales y la construcción de obras hidráulicas asociadas pueden 
requerir concesiones, asignaciones, permisos de descarga, autorizaciones de obra o registros 
específicos. 

Para proyectos destinados al abastecimiento público, el vehículo puede variar dependiendo de si el 
usuario final es un organismo operador, entidad pública, municipio, estado o usuario industrial. En 
cambio, los proyectos privados (por ejemplo, para parques industriales, hoteles, minas, centros de 
datos o instalaciones energéticas) deben revisar si el modelo de negocio implica autoconsumo, 
suministro a terceros, prestación de servicios, venta de agua desalinizada o infraestructura bajo 
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esquemas de asociación público-privada. Esta distinción es relevante porque puede modificar la 
estructura contractual, la necesidad de permisos adicionales, la prioridad de uso y las obligaciones de 
reporte, medición y cumplimiento. 

Evaluación de impacto ambiental y autorizaciones costeras 

La evaluación ambiental constituye uno de los elementos más relevantes para la viabilidad y 
bancabilidad de los proyectos de desalinización en México. La construcción y operación de 
instalaciones de captación, bombeo, pretratamiento, ósmosis inversa, conducción, descarga y obras 
marítimas puede requerir autorización en materia de impacto ambiental por parte de la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), particularmente cuando el proyecto se ubica en 
zonas costeras, afecta ecosistemas marinos, involucra infraestructura hidráulica federal o requiere la 
ocupación de bienes nacionales. 

Los estudios ambientales deberán evaluar, entre otros aspectos, la ubicación de la obra de toma, el 
diseño de sistemas de descarga y difusión, la concentración y temperatura de la salmuera, el uso de 
sustancias químicas en el proceso de tratamiento, los posibles efectos sobre flora y fauna marina, la 
dispersión de las descargas, la vulnerabilidad costera y la compatibilidad del proyecto con los 
instrumentos de ordenamiento ecológico y territorial aplicables. 

Asimismo, en proyectos costeros será necesario analizar la ocupación de zona federal marítimo-
terrestre, terrenos ganados al mar, playas, áreas portuarias u otros bienes nacionales, así como la 
obtención de las concesiones, permisos o autorizaciones correspondientes. 

La evaluación ambiental también deberá considerar de manera integral los posibles efectos del 
proyecto sobre los ecosistemas marinos y costeros, la dinámica hidrológica local y las comunidades 
aledañas, incluyendo los impactos asociados a la captación de agua, la descarga de salmuera, la 
modificación de procesos costeros y los efectos acumulativos sobre actividades económicas y usuarios 
existentes. 

Este análisis resulta particularmente relevante porque, si bien la desalinización representa una 
herramienta para incrementar la disponibilidad hídrica, su aceptación regulatoria y social dependerá de 
la capacidad del proyecto para demostrar que dichos beneficios no generan impactos ambientales o 
sociales desproporcionados. 

Descarga de salmuera y cumplimiento operativo 

La gestión de salmueras representa uno de los principales riesgos regulatorios, operativos y 
reputacionales asociados a los proyectos de desalinización. 

Los desarrolladores deberán acreditar que las descargas no generarán impactos significativos en el 
cuerpo receptor y que cumplirán con los parámetros aplicables en materia de calidad del agua, 
monitoreo, dilución y protección de ecosistemas. En instalaciones industriales, el análisis deberá 
extenderse a la interacción entre la salmuera, otros efluentes del complejo, las sustancias químicas 
utilizadas en el proceso y las condiciones particulares establecidas en los permisos de descarga. 

Desde una perspectiva contractual y financiera, las obligaciones ambientales relacionadas con la 
gestión de salmueras deben reflejarse adecuadamente en los contratos EPC, los contratos de 
operación y mantenimiento (O&M), los acuerdos de suministro de agua, los programas de seguros, las 
garantías de desempeño y la documentación de financiamiento. 

La asignación de riesgos deberá contemplar, entre otros aspectos, cambios regulatorios, 
incumplimientos de parámetros de descarga, fallas de membranas, interrupciones en el suministro 
eléctrico, contingencias ambientales, ampliaciones de capacidad, variaciones en la calidad del agua de 
entrada y restricciones operativas impuestas por las autoridades. 
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Impacto de la reforma hídrica de 2025 

La reforma hídrica publicada el 11 de diciembre de 2025 constituye uno de los factores regulatorios 
más relevantes para la planeación y financiamiento de proyectos desalinizadores en México. Sus 
disposiciones refuerzan la prioridad del derecho humano al agua, la rectoría del Estado sobre los 
recursos hídricos, los mecanismos de fiscalización y trazabilidad, así como el control sobre 
concesiones, transmisiones y cambios de uso. 

Para efectos de proyectos de desalinización, el análisis debe centrarse en cuatro dimensiones 
fundamentales: títulos habilitantes, prioridad de usos, obligaciones de información y fiscalización, y 
transición regulatoria. 

En primer lugar, cualquier modificación al régimen de concesiones, transmisiones, prórrogas, 
caducidad o reasignación de volúmenes puede afectar tanto proyectos nuevos como instalaciones 
existentes. Los desarrolladores deberán evaluar si los proyectos pueden tramitarse bajo nuevas reglas 
regulatorias o si estarán sujetos a obligaciones de actualización, regularización o reinscripción. 

En segundo lugar, la reforma debe interpretarse dentro de una política pública orientada a fortalecer el 
consumo humano, el saneamiento, la resiliencia hídrica, la tecnificación y la recuperación de volúmenes 
disponibles. En este contexto, los proyectos de desalinización pueden representar una alternativa 
particularmente atractiva cuando contribuyen a generar nueva disponibilidad hídrica sin incrementar la 
presión sobre acuíferos sobreexplotados o fuentes continentales estratégicas. 

Sin embargo, esta misma lógica puede traducirse en mayores exigencias relacionadas con trazabilidad, 
eficiencia energética, desempeño ambiental y beneficios sociales. 

En tercer lugar, la implementación de la reforma mediante lineamientos, acuerdos administrativos, 
programas, criterios regulatorios, modificaciones reglamentarias o procesos de digitalización puede 
alterar significativamente la ruta crítica de permisos. Por ello, cada proyecto deberá contar con una 
matriz dinámica de cumplimiento que incorpore no sólo los permisos requeridos, sino también los 
criterios administrativos vigentes y los tiempos reales de gestión. 

Finalmente, la reforma puede tener implicaciones directas en la bancabilidad de los proyectos. Los 
financiadores deberán evaluar riesgos asociados a revocaciones, caducidades, modificaciones 
regulatorias, restricciones a la transmisión de derechos, nuevas obligaciones de suministro o mayores 
facultades discrecionales de la autoridad. 

De igual forma, los contratos de suministro de agua desalinizada deberán incorporar mecanismos 
adecuados para gestionar cambios regulatorios, retrasos atribuibles a la autoridad, ajustes tarifarios, 
eventos de fuerza mayor regulatoria, terminación anticipada y obligaciones de cooperación para 
mantener vigentes los títulos habilitantes necesarios para la operación del proyecto. 

Consideraciones para desarrolladores e inversionistas 

Los proyectos de desalinización en México deben analizarse como proyectos integrales de 
infraestructura hídrica y no únicamente como instalaciones industriales. 

La debida diligencia deberá abarcar, entre otros aspectos, la fuente de captación, el cuerpo receptor 
de descarga, la disponibilidad de suelo, la ocupación de zona federal marítimo-terrestre, los derechos 
de vía para infraestructura de conducción, la compatibilidad urbanística, la interconexión eléctrica, el 
régimen tarifario o contractual del agua producida, la evaluación ambiental, los permisos de descarga, 
la interacción con comunidades y usuarios existentes y las implicaciones derivadas de la reforma 
hídrica de 2025. 
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En proyectos públicos o destinados al suministro municipal, será fundamental definir desde etapas 
tempranas si la infraestructura se desarrollará bajo esquemas de obra pública, prestación de servicios, 
concesión local, asociación público-privada o contratos de suministro de largo plazo. 

Por su parte, en proyectos privados, la atención deberá centrarse en la solidez de los títulos habilitantes, 
la compatibilidad del uso final, la posibilidad de comercializar agua a terceros, el cumplimiento de 
estándares de calidad, las obligaciones ambientales y la adecuada asignación de riesgos regulatorios. 

En ambos casos, la reforma hídrica de 2025 y sus instrumentos de implementación deberán 
incorporarse desde la etapa de prefactibilidad, ya que pueden influir tanto en el calendario de permisos 
como en la estructura de riesgos y en la viabilidad financiera del proyecto. 

Conclusiones 

México ofrece condiciones favorables para el desarrollo de proyectos de desalinización como fuente 
complementaria de seguridad hídrica, particularmente en regiones costeras con estrés hídrico y una 
creciente demanda urbana e industrial. 

No obstante, la ausencia de un régimen regulatorio especializado obliga a los desarrolladores a navegar 
un marco normativo complejo que involucra autoridades hídricas, ambientales, energéticas, 
urbanísticas y patrimoniales. A ello se suma el nuevo ciclo regulatorio derivado de la reforma hídrica de 
2025, cuyas disposiciones y actos de implementación continuarán moldeando el desarrollo de 
infraestructura hídrica durante los próximos años. 

Perú: interés público y cartera de proyectos, pero sin regulación 
específica 

El Perú no cuenta a la fecha con un marco normativo específico en materia de desalinización de agua 
de mar, como ocurre, por ejemplo, en el caso chileno. No obstante, en el año 2023 se publicó la Ley 
N° 31863, que declaró de necesidad pública la construcción de plantas desalinizadoras de agua de mar 
en los departamentos de la costa peruana y la explotación de aguas subterráneas salobres en todo el 
Perú, “con la finalidad de cerrar la brecha de infraestructura en el sector para garantizar el acceso futuro 
al agua”.  

Desafortunadamente, al tratarse de una ley puramente declarativa, no se establecieron en esta última, 
disposiciones que permitan avanzar en el desarrollo de la referida infraestructura, estando todavía 
pendiente su regulación, lo que desincentiva la participación del sector privado en proyectos de 
inversión pública que ya se encuentran en cartera. 

En consecuencia, para el desarrollo de proyectos de esta naturaleza, se deberá tener en cuenta un 
conjunto de normas ciertamente dispersas que inciden sobre sus principales componentes, conforme 
procuramos reseñar a continuación.  

Recursos hídricos 

El aprovechamiento de recursos hídricos en el territorio nacional se encuentra regulado principalmente 
por la Ley N° 29338 y su Reglamento, cuya finalidad es normar el uso y la gestión integrada del agua. 
La referida ley prevé que para desarrollar actividades de extracción y desalinización se requiere una 
licencia de uso de aguas desalinizadas, cuyo otorgamiento se encuentra a cargo de la Autoridad 
Nacional del Agua (ANA) y se sujeta a la aprobación, ejecución y verificación técnica de culminación 
previa de estudios de aprovechamiento hídrico que comprenden, entre otros aspectos, el ámbito de 
influencia del proyecto, los objetivos y beneficios concretos, el impacto ambiental y el período de 
ejecución. 

De acuerdo con este marco normativo, las plantas desalinizadoras podrán destinarse a diversos usos, 
incluyendo la prestación de servicios públicos o privados de producción y distribución de aguas 
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desalinizadas a terceros (lo que se debe autorizar de forma adicional). En el caso de que dichas 
actividades constituyan un servicio público, el régimen tarifario será regulado por la ANA, con excepción 
del suministro de agua con fines poblacionales, cuyo régimen tarifario será regulado por la 
Superintendencia Nacional de Servicios de Saneamiento (SUNASS). 

Por otro lado, la normativa establece que los efluentes líquidos y las salmueras provenientes de plantas 
desalinizadoras deben ser gestionados conforme a los estándares ambientales aplicables. Así, la ANA 
podrá autorizar su vertimiento, siempre que cuenten con tratamiento previo (o, excepcionalmente, 
mediante emisarios submarinos), garantizando el cumplimiento de los Estándares de Calidad Ambiental 
para Agua (ECA-Agua) y la no afectación de los ecosistemas. Asimismo, dichas actividades deberán 
sujetarse a las normas de protección ambiental emitidas por el Ministerio del Ambiente y las autoridades 
sectoriales competentes. 

Uso de áreas acuáticas y terrenos adyacentes 

La Dirección General de Capitanías y Guardacostas de la Marina de Guerra del Perú (DICAPI) es la 
autoridad a nivel nacional encargada de la administración y el otorgamiento de autorizaciones para el 
uso de las áreas acuáticas por parte de particulares, comprendiendo estas el ámbito georreferenciado 
de la columna de agua, lecho y subsuelo utilizado para un proyecto específico. 

Así, siguiéndose las disposiciones del Decreto Legislativo N° 1147 y su Reglamento, los titulares de 
proyectos de plantas desalinizadoras deberán contar con la referida autorización tanto para la 
implementación de la infraestructura de captación, así como también para la de vertimiento de salmuera 
(p.ej. en el caso de emisores submarinos), así como efectuar el pago de una suma anual, que se calcula 
en función a la UIT vigente y los metros cuadrados de área efectiva, para mantenerla vigente. 

En cuanto al uso de terrenos adyacentes a la franja costera, el titular deberá gestionar los derechos 
correspondientes que le permitan ser propietario o poseedor legítimo de estos, los cuales podrán 
adquirirse mediante acuerdos celebrados con el Estado, en el caso de tratarse bienes de este, o con 
particulares (debiendo acreditarse tales derechos al momento de solicitarse la autorización de ejecución 
de obras de aprovechamiento hídrico para la instalación de plantas desalinizadoras). 

Evaluación de impacto ambiental 

En materia ambiental, el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), no incluye la 
desalinización de agua dentro de la tipología de proyectos de inversión sujetos a la tramitación de una 
certificación ambiental. En consecuencia, la evaluación del impacto ambiental dependerá en gran 
medida de la normativa del sector vinculado con la actividad para la cual se requiere el agua 
(saneamiento, minería, agricultura, entre otros).  

A modo de ejemplo, en el sector minero, el proyecto “Tía María” contempla el uso de agua de mar 
desalada en lugar de fuentes hídricas adyacentes, lo cual ha sido evaluado y aprobado en su respectivo 
Estudio de Impacto Ambiental (en el año 2014), evidenciando que las actividades de desalinización se 
integran al análisis ambiental del proyecto para el que sirven. Sin perjuicio de ello, dichas actividades 
deben cumplir con la normativa ambiental, en particular en lo relativo a la gestión de efluentes y uso 
sostenible de los recursos naturales. 

Es importante tener en cuenta que la obtención del instrumento de gestión ambiental que 
eventualmente sea requerido, según la evaluación del impacto ambiental, será necesaria también para 
la obtención de la autorización de ejecución de obras de aprovechamiento hídrico para la instalación 
de plantas desalinizadoras, admitiéndose excepcionalmente un pronunciamiento de la autoridad 
sectorial competente señalando que no se requiere dicho instrumento. 
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Fiscalización y sanciones 

Las facultades de fiscalización y eventual imposición de sanciones en la ejecución de proyectos de 
desalinización en el Perú se encuentran distribuidas entre diversas instituciones con competencias 
específicas. Así, por ejemplo, la ANA fiscalizará el correcto uso de los recursos hídricos y su vertimiento; 
mientras que, por su parte, la DICAPI supervisará el cumplimiento de las condiciones establecidas en 
las autorizaciones para el uso de áreas acuáticas vinculadas a estos proyectos. 

Proyectos con participación del sector público 

Hoy en día existe un amplio interés del Gobierno peruano en ejecutar proyectos de desalinización de 
agua con participación del sector público, especialmente mediante la modalidad de Asociaciones 
Público-Privadas (APP), regulada por la Ley N° 32441 y su Reglamento.  

Bajo esta modalidad, al menos en relación con los proyectos que se tienen en cartera que están 
destinados al suministro de agua con fines poblacionales, es importante anotar que ProInversión estaría 
asumiendo el rol de entidad encargada de promover la inversión privada a través de la estructuración 
de estos y la conducción de los procedimientos de selección correspondientes. Por su parte, el 
Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (MVCS) actuará como autoridad contratante y la 
SUNASS intervendrá como organismo regulador, emitiendo opinión sobre los contratos de concesión 
y sus adendas. 

Los proyectos actualmente en cartera, en conjunto, representan una inversión estimada de US$ 309 
millones, aunque es importante anotar que en su mayoría provienen de iniciativas privadas. Entre estos 
proyectos destacan la Desaladora de Ilo (US$ 110 millones), la Desaladora de Lambayeque (US$ 49 
millones) y la Desaladora Paita-Talara (v 150 millones). Asimismo, se prevé la construcción de una 
planta desaladora para Lima Norte con una inversión estimada de US$ 204,77 millones.  

De materializarse esta cartera se estaría dando un salto importante en el desarrollo de infraestructura 
de este tipo en el país, dado que a la fecha solo se cuenta con unas cuantas plantas desalinizadoras 
en operación implementadas directamente por el sector privado. 

Colombia: impulso institucional sin una ley sectorial propia 

A diferencia de Chile, Colombia aun no cuenta con una legislación específica que regule de forma 
integral la desalinización de agua de mar. En ese sentido, el marco jurídico aplicable se encuentra 
disperso en normas que regulan los recursos hídricos, la protección ambiental, el ordenamiento costero 
y la prestación de servicios públicos domiciliarios. No obstante, la desalinización ha adquirido relevancia 
estratégica en la política pública. A través del Documento CONPES 4159, aprobado en septiembre de 
2025, se declaró de importancia estratégica la construcción de dos plantas desalinizadoras en Santa 
Marta, con una inversión de 786.032,78 millones de pesos para las vigencias 2026 a 2030.  

Marco institucional 

En el desarrollo de proyectos de plantas desalinizadores tiene un rol relevante el Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible, al regir la política ambiental y fijar los parámetros de vertimientos conforme a 
la Ley 99 de 1993 y el Decreto 1076 de 2015. Así mismo, la ANLA y las Corporaciones Autónomas 
Regionales otorgan licencias ambientales y permisos sectoriales según la escala del proyecto. Por su 
parte, la Dirección General Marítima (DIMAR) administra las aguas marítimas, playas y terrenos de 
bajamar como bienes de uso público conforme al Decreto Ley 2324 de 1984, siendo competente para 
otorgar concesiones de captación de agua de mar. Finalmente, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio formula la política sectorial de agua potable, mientras la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico (CRA) fija las fórmulas tarifarias y la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios (SSPD) ejerce la inspección, vigilancia y control sobre los prestadores. 
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Proyectos relevantes 

El proyecto previsto en el CONPES 4159 comprende una planta desalinizadora al sur de Santa Marta 
(600 l/s) y otra en Taganga (27 l/s), ambas con tecnología de ósmosis inversa, recuperación energética 
y fuentes renovables, con puesta en marcha proyectada para 2030. Su financiamiento mediante 
vigencias futuras excepcionales 2026-2030 por un total de COP $786,032.78 millones. La 
implementación del proyecto se enmarca en el PND 2022-2026, que reconoce el acceso al agua como 
derecho humano y prioriza soluciones como la desalinización en zonas costeras vulnerables. 

Actividades sometidas a regulación general sobre servicios públicos domiciliarios 

Pese a la ausencia de una regulación autónoma y específica referida a plantas desalinizadoras, en 
Colombia estas plantas, dadas su funcionalidad y finalidad, involucran actividades asociadas al servicio 
público domiciliario de acueducto, en tanto la Ley 142 de 1994 determina que este servicio público se 
compone no solo de las actividades principales de distribución, conexión y medición de agua para el 
consumo humano, sino que además incluye una serie de actividades complementarias, dentro de las 
cuales se encuentra la captación de agua, su procesamiento, tratamiento y almacenamiento, entre 
otras. Así, las plantas desalinizadoras, deben estructurarse y operar bajo la aplicación de las 
regulaciones que sobre servicio público domiciliario de acueducto contiene la Ley 142 de 1994, y así 
mismo, las empresas que operen tales plantas quedarán igualmente sometidas a las previsiones 
contenidas en tal ley, en materias tan diversas como deberes y régimen jurídico-contractual de 
empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, derechos de los usuarios (en lo aplicable) o 
finalidades del Estado en la intervención de servicios públicos. Y además, las actividades asociadas al 
funcionamiento de las plantas desalinizadoras estarán sometidas a las directrices técnicas, de 
financiamiento, cobertura, calidad, entre otras, que expidan el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
y la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, mientras que las empresas 
prestadoras de servicios públicos domiciliaros asociadas a la operación de plantas desalinizadoras 
estarán sometidas a la inspección, vigilancia y control del Estado por intermedio de la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliaros. 

Uso del suelo para ubicación y desarrollo de plantas desalinizadoras 

Una cuestión fundamental al estudiar las plantas desalinizadoras es la relativa a la habilitación en 
cuanto a usos del suelo para destinar determinada área a la construcción y operación de una planta 
desalinizadora. Al respecto, en la medida en que estas plantas corresponden a infraestructura para la 
prestación del servicio público de acueducto, para determinar las áreas en las que resulta compatible 
la ubicación y desarrollo de este tipo de infraestructuras, es necesario tener en cuenta que, a la luz de 
la Ley 388 de 1997 y el Decreto 1077 de 2015, son los respectivos municipios quienes, en el marco de 
la formulación y adopción de los respectivos Planes de Ordenamiento Territorial (POT), deberán definir 
las áreas de reserva de suelos para la infraestructura de servicios públicos domiciliaros (dentro de lo 
que cabe incluir a las plantas desalinizadoras). Sin perjuicio de tal definición asignada al respectivo 
POT, cabe precisar que los servicios públicos domiciliarios constituyen un sistema estructurante que 
se traduce en normas urbanísticas estructurales, lo que significa que las normas sobre reservas de 
áreas y localización de infraestructura y redes primarias de servicios públicos domiciliarios prevalecen 
sobre las demás normas contenidas en cada POT y, por lo tanto, esas normas restantes no pueden 
desconocer ni oponerse a lo que en materia de servicios públicos domiciliaros se establezca en el POT 
correspondiente. 

Aspectos ambientales relevantes en la materia 

El marco normativo ambiental vigente contiene disposiciones de aplicación general que resultan 
directamente relevantes para la planificación y operación de este tipo de infraestructura. Los procesos 
involucrados en el funcionamiento de las plantas desalinizadoras conllevan a la aplicación de 
determinadas regulaciones ambientales, a saber: i) concesión de aguas marinas; ii) disposición de 
residuos sólidos; iii) vertimientos y iv) emisiones atmosféricas. 
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Como primera medida, el Decreto 1076 de 2015 dispone que toda persona natural o jurídica requiere 
concesión para el aprovechamiento de aguas para fines industriales, entre otros usos, y, en igual 
sentido, el Decreto 2324 de 1984 establece que el uso y goce de aguas marítimas por particulares solo 
puede obtenerse mediante concesiones, permisos o licencias otorgadas por la Dirección General 
Marítima (DIMAR), para lo cual se requiere, entre otros requisitos, un plan de manejo ambiental y la 
identificación de impactos ambientales, así como estudios técnicos de condiciones hidrográficas y 
oceanográficas. En consecuencia, la captación de agua de mar para una planta desalinizadora exigirá 
la obtención de la concesión marítima ante el DIMAR, sin dejar a un lado la validación de la autoridad 
ambiental en cuanto a los impactos ambientales se refiere. 

Por otra parte, hay que tener en cuenta que en los procesos de desalinización por evaporación se 
generan residuos sólidos constituidos por las sales y minerales removidos del agua de mar. Al respecto, 
el Decreto 1076 de 2015 prohíbe expresamente disponer en cuerpos de aguas marinas los sedimentos 
y sustancias sólidas provenientes de sistemas de tratamiento de agua, exigiendo que para su 
disposición se cumpla con las normas legales en materia de residuos sólidos.  Por su parte, el Decreto 
1077 de 2015 define el residuo sólido como cualquier objeto, material o sustancia principalmente sólido 
resultante del uso de un bien en actividades industriales, de servicios, entre otras, y establece el marco 
normativo para su gestión integral. En tal sentido, los sólidos resultantes de la desalinización deberán 
gestionarse conforme a las disposiciones aplicables del Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos 
(PGIRS) del respectivo municipio o distrito. 

Además, en tanto el principal subproducto de la desalinización es la salmuera, el Decreto 1076 de 2015 
establece que toda persona cuya actividad genere vertimientos a aguas marinas deberá solicitar y 
tramitar el respectivo permiso de vertimiento ante la autoridad ambiental competente. Adicionalmente, 
ese mismo decreto prohíbe verter sin tratamiento previo residuos sólidos, líquidos o gaseosos que 
puedan contaminar las aguas o causar daño a la salud humana, la flora o la fauna, siendo el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible el competente para fijar los parámetros y límites máximos 
permisibles de vertimientos a aguas marinas. De esta manera, la descarga de salmuera requerirá 
permiso de vertimiento, debiendo cumplirse los estándares de calidad aplicables y las condiciones que 
fije la autoridad ambiental que corresponda a la jurisdicción en la cual se desarrolle el proyecto. 

Finalmente, conviene mencionar que, en la medida en que los procesos de desalinización por 
evaporación térmica demandan un consumo significativo de energía térmica, frecuentemente obtenida 
mediante la combustión de combustibles fósiles, para tales efectos el Decreto 1076 de 2015 exige 
permiso previo de emisión atmosférica para, entre otras actividades, las emisiones de humos, gases, 
vapores o partículas por ductos o chimeneas de establecimientos industriales, comerciales o de 
servicio, así como para la operación de calderas en establecimientos industriales o comerciales. 

Desafíos 

Los principales retos regulatorios incluyen la ausencia de una ley sectorial específica, así como la 
multiplicidad de trámites ante DIMAR, CAR y municipios. No obstante, el impulso del CONPES 4159 y 
la posible habilitación de mecanismos de asociación público-privada ofrecen perspectivas favorables 
para el desarrollo ordenado de la desalinización en Colombia. 
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